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  CONTRAPODER
¡DESMONTANDO EL RÉGIMEN!


  Varios autores


  La legislatura del Partido Popular ha dejado los derechos bajo mínimos. La construcción de un nuevo país pasa por derogar lo esencial de su obra legislativa, colocando en su lugar leyes justas, respetuosas con los derechos y libertades de las personas. El presente libro lanza propuestas de transformación con ese doble objetivo de identificar las regulaciones que demoler y sugerir las medidas que podrían reemplazarlas. Aspira, con ello, a convertirse en herramienta útil para quienes anhelan el cambio. Recorriendo diferentes materias de importancia capital, los autores van planteando reformas tangibles, todas coincidentes en un propósito: el de lograr un país donde primen la igualdad, la democracia y la justicia social.


  Edición a cargo de Gonzalo Boye, Isabel Elbal, Rafael Escudero y Sebastián Martín.


  ACERCA DE LOS AUTORES


  Este volumen es iniciativa de Contrapoder, blog de opinión, análisis crítico y debate de eldiario.es, cuyos editores son Gonzalo Boye, Isabel Elbal, Rafael Escudero y Sebastián Martín. En él han colaborado, además, Rosa Ana Alija, Alfons Aragoneses, Daniel Arribas, Roberto Benito, Manuel Cancio, Bartolomé Clavero, Beatriz Galiana, Daniel J. García, Eduardo Garzón, Adoración Guamán, Francisco Jurado, Begoña Marugán, Albert Noguera, Patricia Orejudo, Pilar Eirene de Prada, Rafael Sanz, Víctor J. Vázquez y Luis S. Villacañas.


  ACERCA DE LA OBRA


  «Un panorama general e integral sobre los puntos que conforman una agenda rupturista, de derogaciones y reformas radicales, para la próxima legislatura […], que pondrían en el horizonte y allanarían el camino para, cuando se haya generado la necesaria hegemonía social y cultural, abordar ese proceso constituyente en el que creemos y por el que apostamos como vía para garantizar una auténtica democracia constitucional.»


  CONSEJO EDITOR DE CONTRAPODER, EN LA INTRODUCCIÓN
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  Introducción


  CONSEJO EDITOR DE CONTRAPODER


  Desde su creación, a comienzos de 2014, hemos definido Contrapoder como un espacio de opinión y debate para la defensa de los derechos humanos y la democracia radical. En nuestro blog —alojado en eldiario.es— argumentamos y defendemos una perspectiva crítica con la deriva autoritaria y desigualitaria que han tomado sistemas jurídico-políticos como el español. Activistas, juristas y especialistas de diversos ámbitos del conocimiento como la economía, la ciencia política y la sociología vienen denunciando en este espacio el desarrollo de un auténtico proceso deconstituyente que está afectando dramáticamente a la vida de muchas personas ante la pérdida de derechos, libertad e igualdad.


  Desde estos parámetros los próximos años se antojan decisivos. El dilema parece claro: o se consolida esta ofensiva neoliberal en lo económico y autoritaria en lo político (lo que supondría el final de lo que hasta ahora conocemos como Estados constitucionales), o se consigue revertir la situación y ubicar el respeto a los derechos humanos y libertades públicas en el centro de la agenda política y la actividad de los poderes, tanto públicos como privados. Solo así podrá recuperarse la confianza —hoy prácticamente inexistente— de la ciudadanía en el Derecho y las instituciones como instrumentos de protección de los derechos y de mejora de las condiciones de vida de las personas.


  Es en este contexto en el que se va a desarrollar la próxima legislatura en nuestro país. Y es aquí, precisamente, donde Contrapoder quiere incidir mediante este libro. En sus páginas se encuentra una guía para llevar a cabo las transformaciones que se necesitan en términos de justicia, igualdad social, democracia radical y cultura de los derechos humanos. No están todas, por supuesto, pero sí las más importantes, las imprescindibles para garantizar tales objetivos.


  La estructura de este libro es muy sencilla. Partimos del escenario resultante de la obra legislativa regresiva de estos últimos cuatro años, producto del gobierno del Partido Popular; una obra que no podría haberse hecho sin el terreno abonado que le proporcionaba, por un lado, el desarrollo liberal de la Constitución hecho por anteriores gobiernos, tanto del propio PP como del PSOE, y, por otro, la gran contrarreforma liberal que se está ejecutando a nivel europeo. El análisis de los principales hitos de esta Gran Regresión es el objeto del primer capítulo.


  En los siguientes capítulos se desarrollan los temas sobre los que consideramos ineludible actuar jurídicamente: derogando algunas leyes (lo que implica su expulsión del sistema jurídico), reformando o modificando otras, o aprobando nuevas. Para ello hemos contado con la ayuda y participación de autores y autoras que colaboran habitualmente con nosotros en el blog y que se caracterizan por su competencia en el análisis de la realidad jurídico-política desde esta perspectiva crítica que nos motiva. Su participación en este libro —que queremos agradecer de forma expresa— ha permitido que podamos extender el análisis y presentar más y mejores propuestas.


  Así, en sus páginas se encuentran propuestas relacionadas con la protección de derechos y libertades, la igualdad de género, el modelo territorial, la reforma de la democracia y la justicia, así como las bases de un modelo productivo atento a las personas y su desarrollo integral. Cada uno de los capítulos se divide en diferentes epígrafes ordenados por razón de la temática. Esperamos ofrecer, pues, un panorama general e integral sobre los puntos que a nuestro entender conforman una agenda rupturista, de derogaciones y reformas radicales, para la próxima legislatura. Unas reformas que pondrían en el horizonte y allanarían el camino para, cuando se haya generado la necesaria hegemonía social y cultural, abordar ese proceso constituyente en el que creemos y por el que apostamos como vía para garantizar una auténtica democracia constitucional. Un proceso constituyente que también sirva para replantear la relación con la Unión Europea, dando pasos para contribuir desde nuestro país a terminar con el tecnocrático gobierno de los asuntos públicos y las poco (o nada) democráticas políticas de «austericidio» impuestas desde Bruselas.


  Nos va la vida en ello.
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  La gran regresión: repaso de una legislatura reaccionaria


  SEBASTIÁN MARTÍN


  La crisis financiera iniciada en 2008 ha proporcionado la coartada perfecta para acometer un programa de reformas de gran calado. En todos los países de nuestro entorno, de Gran Bretaña a Francia, pasando por Italia y Portugal, se están adoptando medidas que refuerzan la autoridad del poder ejecutivo, debilitan los servicios públicos esenciales y sientan las bases de un Estado policial. De tal envergadura son las reformas emprendidas que están vaciando las Constituciones en vigor. En su lugar se está fundando un nuevo sistema político adaptado a las exigencias de la sociedad neoliberal. Es este, y no otro, el verdadero proceso constituyente al que estamos asistiendo.


  España comenzó a sumarse a esta corriente ya en la anterior legislatura, bajo el gobierno del PSOE. Antes de que la crisis financiera estallara, el ministro Pedro Solbes promovió una sustantiva reforma tributaria en beneficio de las rentas del capital y de las empresas. El Estado dejó desde entonces de recaudar decenas de miles de millones de euros al año para, supuestamente, estimular la oferta. Ya en mayo de 2010, en una jornada fatídica, Zapatero anunció los primeros recortes. Todos sin excepción afectaban a las clases populares. La tónica que iban a seguir los ajustes quedó entonces revelada.


  Esta dirección se ha consolidado en la legislatura que ahora toca a su final, probablemente la de efectos más funestos para los derechos de toda nuestra reciente historia democrática. En consonancia con los vientos neoliberales y autoritarios que soplan en Europa, la España gobernada por el Partido Popular ha experimentado reformas sustanciales que mutan el marco constitucional de convivencia. Conviene hacer balance de ellas, pues de proseguir por esta misma senda, muy pronto nos encontraremos viviendo en un nuevo régimen político, difícilmente reversible, marcado por el despotismo y la desigualdad.


  El cúmulo de cambios jurídicos que hemos venido padeciendo puede agruparse en torno a tres ideas-fuerza: la concentración del poder en el ejecutivo, que aquí denominaremos «neocentralismo», el incremento de la desigualdad económica y el aumento de la represión.


  2.1. Neocentralismo


  En los últimos cuatro años, la función legislativa se ha concentrado en el poder ejecutivo. Con ello se ha querido apartar a la institución parlamentaria del centro de la vida pública. Las Cortes se han ido convirtiendo en mera caja de resonancia de las medidas impulsadas desde el gobierno. De ser canal de expresión del pluralismo político y ámbito de control de la dirección gubernamental, el papel asignado al Parlamento es, cada vez más, el de correa de transmisión de los designios del ejecutivo. Las leyes, en lugar de ser el fruto de un debate democrático y plural, responden a los planes diseñados por «comisiones de expertos» nombrados por los ministerios y vinculados, muchas veces, a la gran empresa.


  Legislación autoritaria. El fenómeno que mejor refleja la concentración de poderes normativos en el ejecutivo durante esta legislatura ha sido, sin ningún género de duda, el abuso de la legislación a golpe de decreto, con sus más de setenta decretos-leyes aprobados. Se trata de una práctica que contradice palmariamente nuestro ordenamiento constitucional. En desarrollo de la forma parlamentaria del Estado, la Constitución limita el recurso del gobierno a los decretos-leyes a los casos «de extraordinaria y urgente necesidad», y le impide regular con ellos cualquier extremo que pudiese afectar a «las instituciones básicas del Estado» o «a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I» (artículo 86.1 CE).


  Bien es cierto que corresponde al ejecutivo apreciar esa «extraordinaria y urgente necesidad» que le permite legislar por decreto. Y si el partido que sostiene al gobierno cuenta con mayoría absoluta en el hemiciclo, como ha sucedido esta legislatura, se producirá siempre la convalidación de sus disposiciones. Pero el abuso de la legislación gubernamental promueve una cultura autoritaria que carcome el parlamentarismo. Y aunque los decretos no sean revocados por el Congreso, a nadie escapa su uso torticero. ¿Qué tipo de emergencia justificaba, si no, recurrir al decreto-ley para regular la «mediación en asuntos civiles y mercantiles» (5/2012), la administración de RTVE (15/2012), las actividades de las sociedades de capital (9/2012), la financiación de las empresas eléctricas (12/2012) o la «continuidad de Barcelona como Mobile World Capital» (8/2015)? Desde luego, ninguna que afecte al interés de la mayoría social.


  Buena parte de los decretos aprobados por el gobierno han establecido medidas urgentes para combatir la crisis económica. Diríase que la emergencia nacional causada por el encarecimiento de la deuda, la falta de solvencia del sector financiero o el aumento irrefrenable del desempleo autorizaban, en cualquier caso, a recurrir a este tipo de normas para dar respuestas inmediatas a esa situación excepcional. Sin embargo, cuando tales respuestas, más que medidas extraordinarias para hacer frente a una situación transitoria, constituyen reformas estructurales casi irreversibles del sistema económico, de los servicios públicos o de la organización del trabajo, no parece que el medio más adecuado, en una democracia parlamentaria, sea el expeditivo del decreto, carente de la necesaria deliberación colectiva.


  A este uso arbitrario de los decretos-leyes se añade su empleo manifiestamente inconstitucional por afectar a derechos y libertades. Esto ha ocurrido, por ejemplo, con el relativo a las tasas judiciales (3/2013), que merma el derecho a la tutela judicial efectiva (artículo 24.1 CE), con la reforma laboral, aprobada por decreto pese a quebrantar el «derecho a la negociación colectiva» y «la fuerza vinculante de los convenios» (artículo 37.1 CE), o con los recortes sociales en sanidad y educación (14/2012), que laminan los respectivos derechos «a la protección de la salud» (artículo 43.1 CE) y «a la educación» (artículo 27.1 CE).


  En principio, nuestro Estado cuenta con un órgano capaz de contrarrestar estos desafueros: el Tribunal Constitucional. Sin embargo, colonizado como está por el actual partido en el gobierno, ha dimitido de su función de garantía, blanqueando estos métodos ilegales de legislar. Muestra sintomática de ello fue, por ejemplo, su auto de 12 de febrero del pasado año, por el que avaló la regulación de las relaciones laborales por decreto, por más que ello contradijese su jurisprudencia anterior y afectase al derecho al trabajo consagrado en el artículo 35.1 de la CE. Repárese en que esta neutralización partidaria de la labor garantista encomendada al Tribunal Constitucional resulta, como puede suponerse, una pieza necesaria para que la involución política que sufrimos se produzca, pues las medidas regresivas atentan en numerosas ocasiones al marco constitucional vigente.


  Asalto a la autonomía municipal. La concentración del poder político en el gobierno tiene como fenómeno correlativo la neutralización de otros contrapoderes, en especial de naturaleza política y territorial. No es casual que a la postergación del Parlamento acompañe el discurso de la centralización administrativa, presentado bajo el disfraz retórico de la eficiencia. El ataque a la autonomía de los cuerpos territoriales intermedios, ante la pétrea resistencia de las Comunidades Autónomas, se ha centrado en los municipios. A ellos se ha dirigido la ley 27/2013, «de racionalización y sostenibilidad de la Administración local», una reforma caracterizada por la sustracción de competencias, la subordinación de la entidad local a la administración provincial y al poder ejecutivo y por la penetración de corporaciones privadas en la gestión de los servicios públicos municipales.


  El fundamento de esta ley, que pretende adecuar el régimen municipal a los principios de «eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera», viene dado por las políticas de austeridad consagradas en el reformado artículo 135 de la CE. Sin embargo, sus contenidos contradicen de lleno el principio constitucional de la «autonomía de los municipios» declarado en el 140. Bien lo muestra la colocación de los pueblos y ciudades de este país bajo la «tutela financiera» del Ministerio de Hacienda y las diputaciones.


  En efecto, desde esta reforma se exige a los municipios el cumplimiento de planes de viabilidad económica cuando no alcancen la estabilidad presupuestaria. En ellos, la corporación municipal deberá proponer medidas de «supresión de competencias», de «gestión integrada o coordinada de los servicios obligatorios» o la «supresión de entidades de ámbito territorial inferior». Su aplicación efectiva será controlada por las diputaciones. Además, en una muestra de desprecio por la democracia local, la ley autoriza al gobierno municipal a que desarrolle las medidas planteadas aun cuando no gocen de mayoría en el pleno. Y su incumplimiento podrá suponer la disolución de las entidades municipales prestadoras de servicios básicos (agua, residuos, transporte) cuando sean ellas las responsables del desfase económico.


  En la misma línea va otra de sus medidas subversivas. Los municipios de menos de 20.000 habitantes, en lo que hace a la contratación y gestión de servicios básicos («Recogida y tratamiento de residuos»; «Abastecimiento de agua potable»; «Limpieza viaria»…), se encuentran ya bajo la dirección de las diputaciones. De este modo, la administración local más artificial, subordinada a los aparatos de los grandes partidos y alejada del escrutinio popular, es ahora la encargada de contratar buena parte de la prestación de los servicios municipales.


  Es, de hecho, en esta materia de las competencias donde se ha diezmado la autonomía municipal. Todos los servicios que los municipios venían prestando en temas de salud, educación o asistencia social deben traspasarse obligatoriamente a las Comunidades Autónomas. Por otro lado, en la ley se da una tasación bastante más precisa y reducida de las competencias locales, y se sienta además el principio de que, sin habilitación legal o sin delegación expresa, y sin financiación suficiente, el municipio no puede extender su campo competencial. Si la autonomía, para ser tal, requiere como principio el de la libertad de actuación salvo limitación o prohibición expresas, en esta ley se formula el principio inverso, según el cual solo podrán asumirse competencias previa autorización legal y mediando recursos suficientes.


  Por último, conviene advertir que en los servicios y su gestión radica la clave de la apertura del ámbito municipal al poder empresarial. La facultad de las diputaciones para licitar los servicios de municipios pequeños y medianos obliga a una «contratación centralizada» que, a buen seguro, beneficiará a los holding privados en detrimento de las mancomunidades públicas. No es casual, de hecho, que entre los objetivos que explícitamente se marca la ley figure el de suprimir «monopolios municipales que venían heredados del pasado y que recaen sobre sectores económicos pujantes en la actualidad».


  Politización de la justicia. El proceso de centralización del poder político también resulta notorio en las relaciones entre el gobierno y el poder judicial. La capacidad de control gubernamental sobre la justicia se ha visto notablemente acrecentada, entre otros medios, con el reforzamiento de los vértices orgánicos de la justicia: el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) y el Tribunal Supremo (TS). La regla aplicada es sencilla: cuanto más poder se concentra en la cúspide, y más autonomía se resta a la base, más controlable se hace el órgano.


  La primera reforma se llevó a cabo por la Ley Orgánica 4/2013, sobre el CGPJ, norma aprobada en solitario por el Partido Popular, con la oposición del resto de fuerzas y críticas implacables de las asociaciones de jueces y magistrados. En ella se dispone un considerable aumento de las atribuciones del CGPJ y se varía sustantivamente el sistema de elección de sus miembros. Antes, en lo que respecta a los 12 vocales de la carrera judicial, la iniciativa en la propuesta de candidatos recaía en las asociaciones judiciales. Ahora, cualquier juez o magistrado, esté o no asociado, respaldado con un mínimo de 25 avales, puede presentar su candidatura, lo cual elimina la mediación de las asociaciones profesionales entre el poder político y el judicial. A ello se añade una reducción efectiva del personal materialmente a cargo del CGPJ, pues solo los vocales que forman la Comisión Permanente, de carácter rotatorio, tienen dedicación exclusiva. A efectos prácticos, se reduce así su pluralidad interna y se facilita su control.


  La verticalización de la justicia ha querido consumarse con la reforma de la antigua Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) de 1985. Invocando de nuevo los principios de eficiencia y racionalización, el proyecto gubernamental blindaba la jurisprudencia del TS frente a las sentencias dictadas por juzgados inferiores. Se pretendía crear la figura de la «doctrina jurisprudencial vinculante» y sustentarla con argumentos economicistas, pues, según el gobierno, evitando «pronunciamientos contradictorios» se eliminaba «un desincentivo para los operadores económicos de nuestro país, así como para la atracción de inversión extranjera». De este modo, la deseada «supremacía del Tribunal Supremo» perseguía una «función uniformizadora del Derecho» beneficiosa para la «actividad económica» que, finalmente, no ha logrado llevarse a la flamante Ley Orgánica 7/2015 de reforma de la LOPJ. Los planes para ello, sin embargo, se encuentran ya trazados.


  2.2. Desigualdad


  Llegamos a la segunda línea de fuerza que preside el proceso de transformación desplegado durante la legislatura conservadora: la desigualdad económica. Una y otra línea, centralización y desigualdad, son complementarias: la centralización del poder refleja cómo el poder socioeconómico recae cada vez en menos manos, lo cual, a su vez, activa tendencias de reproducción social que consolidan privilegios y agudizan la desigualdad.


  Sanidad y educación. Las medidas que más visiblemente han profundizado esta desigualdad han sido, sin duda, los recortes en sanidad y educación. A uno y otro capítulo dedicó el gobierno sendos decretos-leyes en abril de 2012.


  El Real Decreto-Ley 16/2012, aunque en su título se anunciaba como dedicado a «mejorar la calidad y seguridad de las prestaciones» del Sistema Nacional de Salud, tuvo como objetivo restringir su disfrute y basar parte de su financiación en aportaciones directas de los asegurados. El eje que lo orientó volvió a ser el «principio de austeridad y de racionalización del gasto público», del cual derivaron sus medidas principales: la exclusión de determinados individuos de la categoría de asegurado, con la consiguiente pérdida del carácter universal de la prestación, y el copago del gasto farmacéutico.


  Por su parte, el Real Decreto-Ley 12/2012 tuvo como fin «la racionalización del gasto público en el ámbito educativo» y puso en marcha medidas bien conocidas: aumento de la ratio de alumnos por aula, mayor carga lectiva para el profesorado, limitaciones severas en la incorporación de nuevo personal, restricción del recurso a profesorado sustituto o interino en casos de bajas, obligando a recurrir a maestros y profesores ya en nómina, o incremento de las tasas universitarias.


  Con estos recortes, y con la imposibilidad de ingreso de nuevo personal en sanidad y educación, se ha provocado un ostensible deterioro en ambos servicios. La brecha entre los ciudadanos con recursos para suplir las deficiencias de la instrucción y la sanidad públicas y los que no tienen posibilidad de hacerlo no ha parado de crecer. Los servicios sanitarios y educativos, en lugar de desempeñar su función de integración igualitaria, indispensable en democracia, están pasando, por tanto, a constituir un último recurso para los sectores más desfavorecidos.


  Hacia un trabajo sin derechos. Otra de las fuentes de generación de desigualdad económica en la legislatura que termina ha sido la referida a la regulación del trabajo. El discurso oficial en torno a la crisis y su superación se ha centrado en la necesidad de ganar competitividad empresarial para recuperar, de nuevo, el crecimiento económico. Ahora bien, en lugar de intentar alcanzar este objetivo por otras vías —mejorando la productividad a través de la innovación y el desarrollo, por ejemplo—, la única magnitud con la que se ha operado ha sido con las rentas del trabajo, reduciendo cada vez más los costes del despido, dando mayor margen de disposición sobre el contrato a los empleadores y empeorando las condiciones del trabajo. Bien puede objetarse que esa ha sido la constante desde las primeras reformas laborales, pero la acometida por el gobierno del Partido Popular ha supuesto una mutación del modelo de relaciones entre capital y trabajo proclamado en la Constitución.


  En principio, núcleo de ese modelo era una negociación colectiva eficaz, protegida por la ley. Sin embargo, el Real Decreto-Ley 3/2012, de reforma de la legislación laboral, procura que «la negociación colectiva sea un instrumento, y no un obstáculo, para adaptar las condiciones laborales a las concretas circunstancias de la empresa». Por eso se tiende a dar preferencia a los convenios locales sobre los generales, fortaleciendo con ello la capacidad negociadora del empresariado. De este modo, el nuevo art. 84.2 del Estatuto de los Trabajadores concede «prioridad aplicativa» al «convenio de empresa» sobre el «sectorial estatal, autonómico o de ámbito inferior» en cuestiones como «la cuantía del salario base y de los complementos salariales» o «el abono o compensación de las horas extraordinarias». Además, la misma vigencia de los convenios queda comprometida con el nuevo sistema, que impide su prórroga en caso de falta de renovación una vez transcurridos dos años desde su denuncia. La mera oposición a pactar sirve ya para liquidar un convenio y obligar a negociar las condiciones laborales a nivel de empresa o en el contrato individual.
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